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1 . INTRODUCC IÓN

Una de las manifestaciones prácticas más relevantes de la l ibertad rel igiosa se
refiere a la exigencia por parte del ordenamiento jurídico de cada Estado de
tener en cuenta lasconcretasconviccionesrel igiosasde susciudadanosen orden
al matrimonio, convicciones que de ordinario se traducen en un conjunto de
reglas jurídicas, o, al menos, rituales, estructurantesde dicha institución según
esconcebida por la propia confesión a la que cadaconcreto ciudadano pertenece.

L a particular atención que las distintas rel igiones �no sólo la cristiana�
han prestado al matrimonio en todas las áreas culturales, se ha traducido en la
coexistencia�de muy diversa índole� entre losdistintosmatrimoniosrel igio-
sos y el matrimonio civ i l . Esta coexistencia plantea problemas jurídicos de
diferente naturaleza, problemas que cobran particular rel ieve respecto del
matrimonio canónico, siendo, quizá, el central , del imitar la v igencia que, dentro
del ordenamiento jurídico propio del Estado, se le otorga a este concreto
matrimonio rel igioso. Porque si bien es indudable que corresponde al Estado
el derecho de regular la eficacia civ i l del matrimonio rel igioso, resulta igual-
mente cierto que este derecho deberá armonizarlo con el deber de respetar las
propias creencias rel igiosas de sus ciudadanos en lo que a la institución
matrimonial respecta.

En la práctica, las soluciones propuestas por los ordenamientos jurídicos
�que encuentran su correspondiente traducción en los distintos sistemas
matrimoniales que conoce hoy el derecho comparado�, están estrechamente
v inculadas al exacto y real alcance que el mismo ordenamiento otorgue al
derecho de l ibertad rel igiosa.
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1 Comentario a las sentencias de la Corte di Cassazione (Sezioni U nite) nº 1 824, de 1 3-I I -93, y de la
Corte Costituzionale, nº 421 , de 1 -X I I -93.
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El reconocimiento del matrimonio canónico, no como una mera forma de
celebración, sino como un sistema normativo autónomo y completo �recono-
cimiento que se corresponde con el l lamado sistema facultativo pleno�,
conl leva necesariamente unas exigencias de coherencia entre los momentos
constitutivo, registral y disolutorio.

A la hora de cal ificar un concreto sistema matrimonial , la doctrina presta
particular atención �como es sabido� al momento constitutivo del matrimo-
nio. Sin embargo, en el l lamado sistema facultativo pleno, es en relación con
el momento disolutorio, extintivo o jurisdiccional donde se encuentran, tanto
en la legislación como en la jurisprudencia, las más importantes quiebras.

Al estudio de la eventual disarmonía que puede existir entre ambosmomentos
�constitutivo y disolutorio�, consecuencia de la no concordancia entre el
reconocimiento por parte del ordenamiento estatal de las normas canónicas
como constitutivas del v ínculo matrimonial , y, paralelamente, la admisión de
una concurrencia de jurisdicciones �civi l y canónica� a la hora de conocer
acerca de la val idez del v ínculo nacido al amparo del ordenamiento canónico,
ha prestado particular atención tanto la doctrina como la jurisprudencia ital iana
de los últimos años.

Esta es la razón por la cual nos ha parecido de tanto interés como actual idad
anal izar los fundamentos jurídicos de la sentencia de la Corte di Cassazione
(Sezione Unite) nº 1 824, de 1 3-I I -1 993, y de la nº 421 , de 1 -X I I -1 993 de la
Corte Costituzionale. A l anál isis de los sugerentes fundamentos jurídicos
propuestos en ambas sentencias, así como al debate doctrinal suscitado por las
mismas, dedicaremos el presente estudio.

Por primera vez desde que entraran en vigor losAcuerdosde V i l la Madama,
la Corte Constitucional ital iana, en su reciente sentencia 421 /1 993, de 1 de
diciembre, ha propuesto su autorizada opinión sobre una de las cuestionesmás
debatidasen relación con el l lamado matrimonio concordatario, que se presenta
todavía hoy como incierta y problemática: la competencia jurisdiccional sobre
el matrimonio canónico inscrito. De este modo se concluye un debate jurispru-
dencial �paralelo a la polémica científica� que han protagonizado los tribu-
nales ital ianos durante más de 20años.

Si bien esmi propósito comentar brevemente lasprincipales l íneasargumen-
tativas de la citada sentencia �por lo demás, también concisa y escueta� en
relación con la precedente de la Corte de Casación, no parece superfluo recordar
muy sucintamente el i ter legal concordado sobre el tema que nos ocupa, y
exhumar la jurisprudencia ital iana más reciente y relevante en relación con una
de las cuestiones más del icadas en las relaciones entre la I glesia y el Estado
ital iano.
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2. ANTECEDENTES L EGAL ES Y JURISPRUDENC IAL ES

Como es bien sabido, el artículo 34 del Concordato entre la Santa Sede y el
Estado ital iano de 1 929, recogía lo que se ha venido denominando cláusula de
reserva expresa, o exclusiva competencia de la jurisdicción canónica en materia
de nul idad y disolución super rato de un matrimonio concordatario; concreta-
mente el párrafo 4º del citado artículo 34 decía textualmente: � L as causas
referentesa la nul idad del matrimonio y a la dispensa del matrimonio rato y no
consumado quedan reservadas a la competencia de los tribunales eclesiásticos� .2

L a discipl ina derivada de los Pactos L ateranenses preveía una sustancial
automaticidad tanto respecto de la trascripción del matrimonio canónico como
en relación con la atribución de efectos civ i les a las sentencias de nul idad o
dispensasde matrimonio rato y no consumado pronunciadaspor loscorrespon-
dientes órganos eclesiásticos, automatismo que tanta perplejidad suscitó en
determinados sectores doctrinales y jurisprudenciales.

L a propia Corte di Cassazione, a Sezioni U nite, compartiendo las voces
discordantes con la vigente legislación, decide proponer (ord. de 1 3 de octubre
de 1 975 y ord. de 31 de marzo de 1 977, n. 349) ante la Corte Costituzionale
excepción de i legitimidad constitucional de la discipl ina concordataria acerca
de la reserva de jurisdicción eclesiástica sobre la nul idad de un matrimonio
canónico trascrito a los efectos civ i les.

En efecto, para la casación, una vez admitido por la Corte Constitucional en
1 971 (sent. 30, 31 y 32 de 1 971 ) que losPactosL ateranenses�y, en concreto,
lasnormasdel Concordato introducidasen el ordenamiento ital iano por la citada
ley nº 81 0 de 1 929�, a pesar de gozar de la � cobertura constitucional� que
lesproporciona en artículo 7 de la Constitución, 3 no se sustraen a la fiscal i zación
de legitimidad constitucional , 4 es posible considerar fundada la cuestión de

L IBERTAD REL IGIOSA Y JURISD ICC IÓN CANÓN ICA EN ITAL IA 653

2 El artículo 1 de la ley de 27 de mayo de 1 929, nº 81 0, hizo ejecutivos los párrafos 4º, 5º y 6º del
artículo 34 del Concordato, insertándolos en el ordenamiento del Estado.
3 D ice textualmente el citado artículo 7: � El Estado y la I glesia catól ica son, cada uno en su propio orden,

independientes y soberanos. Sus relaciones son reguladas por los Pactos L ateranenses. L as modificaciones
de los Pactos, aceptadas por las dos partes, no requieren procedimiento de rev isión constitucional � .
4 L a casación, que hasta la creación de la Corte Constitucional en 1 956, tenía competencias de cierto

control de constitucional idad, l legó a declarar con la sentencia de 23 de octubre de 1 964, nº 2651 , que el
artículo 7 de laConstitución había recibido losPactosL ateranensesde 1 929en el ordenamiento de la Repúbl ica
� in tutto i l loro contenuto� . D e esta manera, el artículo 7 de la Constitución otorgó a los Pactos de una
cobertura constitucional que nunca fue cuestionada, hasta tal punto que algunos autores como Margiotta, F.
(C fr. , � C ostituzione e rev isione dei Patti L ateranensi � , en Los Acuerdos C oncordatarios españoles y la
revisión del C oncordato ital i ano , Barcelona, 1 980, pp. 28y s. ), han afirmado que la posición de los Pactos
del 29dentro de la jerarquía de fuentesnormativas, l legó a ser mássól ida que en el régimen fascista, mediante
la ley 81 0de 1 929. Esta situación se vio modificada, según Finocchiaro, F. (C fr. , � Matrimonio concordatario,
giurisdizione ecclesiastica e divorzio civ i le davanti al la Corte Costituzionale� , en I l D i ri tto Ecclesiastico , I ,
1 974, p. 56), en 1 968, fecha hasta la cual la jurisprudencia nunca se planteó la posib i l idad de proponer
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legitimidad constitucional de las disposiciones relativas a la ejecutiv idad civ i l
de las nul idades matrimoniales y dispensas super rato canónicas.

En concreto, la cuestión a la que debía dar cumpl ida respuesta la Corte
Constitucional , era la siguiente: si contrastan o no con determinados� principios
supremos constitucionales� :

a) la reserva de jurisdicción a favor de los tribunales eclesiásticos, habida
cuenta de que se considera como � principio supremo� la garantía del derecho
a la tutela jurisdiccional ;

b) las normas vigentes sobre ejecución de sentencias de nul idad de un
matrimonio concordatario. A este respecto debía rev isarse, en primer lugar, si
el ordenamiento procesal canónico garantiza la imparcial idad, la independencia
y la preconstitución del juez, y si tutela suficientemente el derecho inviolable
de cada ciudadano a la defensa judicial y a actuar y defenderse en juicio; y en
segundo lugar, la imposición al juez civ i l de ejecutar sentencias de nul idad
eclesiásticas basadas en causas no previstas en la ley estatal , y decretos de
disolución super rato, sin posibi l idad de declarar su confl icto con el orden
públ ico ital iano.

Se originó, así , un proceso que concluiría con la importante sentencia de la
Corte Costituzionale n. 1 8/1 982, de 22 de enero, en la que se sancionan una
serie de principios fundamentales en materia de interpretación de la legislación
concordataria matrimonial . 5 Esta sentencia mitiga de una manera importante la
automaticidad de la eficacia civ i l de lassentenciaseclesiásticasde nul idad, hasta
el punto de que un cierto sector doctrinal l legó a afirmar que la reserva de
jurisdicción, si no caía formalmente, venía a perder su razón de ser, conv ir-
tiéndose en una mera � rel iquia histórica� .6
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cuestión de legitimidad constitucional respecto de los pactos L ateranenses. A partir de este momento, un
sector jurisprudencial comienza a plantear la tesis de la subordinación de las normas concordatarias a las
constitucionales. L a propia Corte Constitucional , entre los años 70y 73, admitió en distintas sentencias que
abordan directamente el tema, el control de constitucional idad �constantemente negado hasta entonces por
la casación� de las normas de apl icación y ejecución de los pactos, confrontando dichas normas con los
� principios supremos del ordenamiento constitucional del Estado� , atribuyéndose la propia Corte la facultad
de indiv iduar dichos principios, con una ampl ísima discrecional idad y la consiguiente inseguridad jurídica.
L a indeterminación de cuálessean estosprincipios � superconstitucionales� , fue muy criticada por la doctrina.
En este sentido Ferraboschi , por ejemplo, l legó a decir, no sin ironía, que existen � principios generales� ,
� principios fundamentales� y ahora también � principios supremos� (cfr. , � Giurisprudencia ecclesiastica,
principi supremi e ordine publ ico� , en I l D i ri tto Ecclesiastico , I , 1 977, p. 223).
5 En España, dedicó ampl ia atención a esta sentencia. Reina, A. , � Matrimonio concordatario y

jurisprudencia constitucional (comentario a las sentencias de la Corte Constitucional I tal iana nº 1 6de 1 982
y nº 1 8 de 1 982)� , en Estudios de D erecho C anónico y D erecho Eclesiástico del Estado, en H omenaje al
Profesor Maldonado , Madrid, 1 983, pp. 673 y ss.
6 C fr. , en este sentido, Botta, R. , Manuale di di ri tto ecclesiastico, T urín, 1 994, p. 1 83.
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L a Corte Constitucional , confirmando la precedente jurisprudencia,7 declara
en su fal lo no fundada la cuestión de legitimidad constitucional respecto a la reserva
de jurisdicción a favor de los tribunales eclesiásticos. En efecto, la legitimidad
constitucional de la reserva prev ista por el artículo 34del Concordato, ya había
sido reconocida por la propia Corte, en relación con los � principiossupremos�
de la Constitución, tal y como se recuerda en la sentencia nº 1 de 1 977. L a
sentencia sostiene que si el negocio al que se atribuyen efectos civ i les nace en
el ordenamiento canónico y por él es regulado en cuanto a sus requisitos de
val idez, es � lógico corolario� que las controversias sobre nul idad queden
reservadas al conocimiento de los tribunales canónicos, y que sus decisiones
obtengan eficacia civ i l .

L a citada reserva �dice textualmente la sentencia�8 constituye uno de los quicios
del v igente sistema matrimonial concordatario, y de el lo era plenamente consciente
el propio constituyente cuando en el segundo párrafo del artículo 7 de la Constitución
hizo expl ícita mención de los Pactos L ateranenses.

El problema de legitimidad constitucional se plantea respecto del especial
procedimiento de ejecución civ i l (del ibazione) de las sentencias canónicas de
nul idad matrimonial . Según hemos afirmado anteriormente, el procedimiento
de ejecución se caracterizaba por una especie de � automaticidad� : la Corte de
Apelación podía verificar sólo lamera irregularidad formal de la documentación
proveniente del tribunal eclesiástico, debiendo abstenerse de comprobar el
procedimiento desarrol lado ante el juez canónico. En concreto, el juez civ i l no
podía fiscal izar ni el efectivo respeto del principio de contradicción y del derecho
de defensa en el procedimiento canónico, ni el carácter definitivo de tal
sentencia, ni tampoco si se habían cumpl ido las normas relativas a la compe-
tencia del juez, citación y legítima representación o contumacia de las partes,
ni , finalmente, si la sentencia canónica de nul idad contenía disposiciones
contrarias al orden públ ico ital iano (en contra de lo dispuesto por el artículo
797 nº 7 del Códice di Procedura C iv i le).

Siendo consideradostanto el derecho a actuar y resistir en juicio (en estrecha
conexión con el derecho a la tutela jurisdiccional proclamado en el artículo 24
de la Constitución ital iana), como la tutela del orden públ ico (consecuencia de
la soberanía del Estado, afirmada en el párrafo 2º del artículo 7 de la
Constitución), como principios irrenunciables o � principios supremos del
ordenamiento constitucional� , la conclusión a la que l lega la Corte era
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7 Sentencias nn. 30, 31 y 32 de 1 971 y 1 76 de 1 973, y nº 1 de 1 977. Pueden verse en I l D i ri tto
Ecclesiastico, I I , 1 971 , pp. 30-42; I I , pp. 1 8-29; y I I , 1 977, pp. 278-302.
8 C fr. , pp. 39-40.
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previsible: la sentencia declara � la i legitimidad constitucional del artículo 1 de
la ley nº 81 0de 1 929(respecto de la ejecución que da al párrafo 6º del artículo
34 del Concordato), 9 y también del párrafo 2º del artículo 1 7 de la ley nº 847
de 1 929, en la medida en que dichas normas no prevén que a la Corte de
Apelación, en el acto de hacer ejecuti va la sentencia eclesiástica declarativa
de la nul idad del matrimonio canónico trascrito a los efectos civ i les, le
corresponde comprobar que en el procedimiento ante lostribunaleseclesiásticos
se haya asegurado a las partes el derecho a actuar y resistir en juicio en defensa
de los propios derechos, y que la sentencia misma no contenga disposiciones
contrarias al orden públ ico ital iano. 1 0

Esta declaración de i legitimidad constitucional afecta también al problema
que la Corte pasa a examinar a continuación: la reserva de competencia de los
D icasterios eclesiásticos en la concesión de la dispensa del matrimonio rato y
no consumado, por cuanto que la Corte entiende que, al no poder reconocerse
carácter jurisdiccional ni al procedimiento �de naturaleza administrativa� ni
a la decisión que lo concluye � la dispensa misma se concede discrecionalmen-
te�, la aludida reserva viola el derecho a la tutela jurisdiccional , derecho al
que la Corte reconoce dignidad de � supremo principio� . 1 1

L a doctrina ital iana no dudó en afirmar que esta importante sentencia contenía
� jurisprudenza costituzionale innovativa� , y que se trata � di sentenza additiva
che modificava le regole concordatarie del 29� . 1 2
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9 D ice l iteralmente: � D ichas decisiones y sentencias definitivas con los correspondientes decretos del
T ribunal Supremo de la Signatura Apostól ica serán trasladados al T ribunal de Apelación del Estado
competente en el territorio, el cual , por medio de mandamientos dictados en Sala de Gobierno, los hará
ejecutivos en cuanto a los efectos civ i les, y ordenará que sean anotados en el registro del estado civ i l al
margen del acta matrimonial . �
1 0 L a argumentación de la sentencia cuya traducción reproducimos, se contiene en la p. 36. En cuanto a

la última cuestión que se plantea, interesa dejar constancia de que un importante sector doctrinal no dejó de
manifestar su perplejidad ante el control del orden públ ico como l ímite a la eficacia civ i l de sentencias
eclesiásticas, teniendo en cuenta que el derecho canónico es un ordenamiento que se asienta en principios
cristianos, sobre los cualesse ha basado durante siglos el derecho estatal . Además, por lo que hace referencia
al sistema ital iano, el Estado, al pactar un régimen concordatario con la I glesia, demostraba una aceptación
impl ícita de sus principios, por lo que no deja de suscitar perplejidad el que después pretenda bloquear el
contenido de lo acordado a través del l ímite del orden públ ico. En este sentido se manifiesta, por ejemplo,
Fumagal l i , O . , � Sentenze ecclesiastiche di nul l ità matrimoniale e l imiti al la loro efficacia civ i le (a proposito
del l � art8bozza Andreotti)� , en I l D i ri tto Ecclesiastico I , 1 977, pp. 237 y ss. ; Ferraboschi , M . , � Giurispru-
denza ecclesiastica, principi supremi e ordine publ ico� , en I l D i ri tto Ecclesiastico I , 1 977, pp. 222 y ss. : una
especial referencia al origen y evolución del concepto de orden públ ico en relación con el derecho canónico,
vid. en pp. 224-227; puede verse también la monografía de Domianel lo, S. , O rdine publ i co, gi urisprudenza
per principi e del i bazione matrimonial e, Milán, 1 989.
1 1 I bid. , p. 47.
1 2 C fr. , Gherro, S. , � Requiem per un� interpretazione distruttiva del matrimonio concordatario� , en I l

D i ri tto de Famigl i a e del l e Persone (en prensa. He tenido acceso al texto de este interesante artículo, por
cortesía del autor). L a doctrina ital iana habla de sentencias � additi vas� refiriéndose a aquel las que suplen
con su jurisprudencia � lagunas inconstitucionales� .
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L os principios formulados por la citada sentencia 1 8/82 de la Corte Consti-
tucional , son considerados por la doctrina como el precedente en el cual se
apoyará el legislador a la hora de revisar el Concordato hasta entonces vigente,
que viene a ser modificado, como essabido, por el Acuerdo de V i l la Madama,
de 1 8de febrero de 1 984.

El matrimonio concordatario queda regulado por el artículo 8del acuerdo y
el artículo 4 del Protocolo adicional . En el pacto de revisión no se contiene
disposición alguna que sancione el carácter exclusivo de la jurisdicción ecle-
siástica en materia matrimonial , a diferencia de la mención expresa que, como
ya hemos indicado, hacía el artículo 34 del Concordato respecto de la reserva
de jurisdicción canónica. En este punto, la doctrina ha tenido numerosas
ocasiones de manifestar su desacuerdo respecto de la elección del legislador
concordatario a la hora de priv i legiar la oscuridad del dato normativo en materia
tan del icada, lo cual ha permitido sostener tanto la tesis de la reserva como la
del concurso o concurrencia de jurisdicción. 1 3 L a ausencia de una disposición
clara al respecto ha permitido sostener, de hecho, diversas interpretaciones:
hasta tal punto se ha desarrol lado el debate doctrinal a lo largo de estos años
que se ha l legado a hablar de lo que Botta l lama � la exégesis del si lencio� . 1 4

En definitiva�y sintetizando al máximo una polémica en la que no esnuestro
propósito entrar�, los autores favorables a la reserva se basan fundamental-
mente en la tesis de la � sopravv ivenza logica� , afirmando que si se reconocen
efectos civ i les al matrimonio � celebrado según las normas del derecho canóni-
co� �según dice textualmente el artículo 8, 1 del acuerdo�, o, lo que es lo
mismo, se mantiene �como en la discipl ina anterior� que el matrimonio i n
fieri es regulado por aquel ordenamiento, debe sostenerse en consecuencia, por
razones de � coherenza logica� la exclusiv idad de la competencia de los
tribunales eclesiásticos a la hora de determinar la eventual nul idad.

Por el contrario, quienes sostienen que la reserva de jurisdicción ha sido
definitivamente superada, se basan, precisamente, en el argumento del si lencio,
que consideran decisivo: si nada dice el texto del acuerdo�sostienen algunos�
debe entenderse que la reserva ha sido sustituida por el concurso entre la
jurisdicción del Estado y la de la I glesia, dado que las disposiciones del
Concordato L ateranense que no hayan sido reproducidas en el nuevo acuerdo
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1 3 Una completa síntesis de las posturas doctrinales al respecto en el país vecino, puede verse en Navarro-
V al ls, R. , � El � matrimonio concordatario� ante el derecho español y el derecho ital iano� , en C entenario al
C ódigo C i vi l I V (U niversidades de Al icante y Complutense de Madrid), pp. 437 y ss. , con la ampl ia
bibl iografía que cita el autor; recientemente ha sintetizado con ampl itud las distintas posiciones doctrinales
y jurisprudenciales, Botta, R. , Manuale, pp. 1 76y ss. ; vid. , también, AA. V V . La discipl i na del matrimonio
concordatario dopo gl i Accordi di V i l l a Madama (a cura di E . V i tal i e G . C asuscel l i ), Milán, 1 988; Gherro,
S. Rapporti tra Stato e C hiesa in tema di matrimonio concordatario, Padua, 1 983.
1 4 Botta, R. , Manuale, p. 1 77.
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�entre lascualesestá, sin duda, la del artículo 34, 4�deben considerarse como
expresamente derogadas, a tenor de lo que dispone el artículo 1 3, 1 del propio
acuerdo. 1 5 Este sector doctrinal se apoya en la convicción de que el si lencio por
parte del legislador concordatario sobre una cuestión de tan innegable impor-
tancia, no puede considerarse como una ambigüedad casual sino consensuada,
sosteniendo que, en cualquier caso, la modificación de los datos legislativos,
no puede no modificar, a su vez, las conclusiones que deben extraerse de una
interpretación exegética y rigurosa de la ley.

T ambién la jurisprudencia ha estado, a su vez, div idida, si bien preferente-
mente orientada en favor del mantenimiento de la reserva, entendiendo que si
el matrimonio es regulado por el derecho canónico, la competencia exclusiva
de lostribunaleseclesiásticosen materia de nul idad es � consecuencia lógica del
sistema� . 1 6 En contra del mantenimiento de la reserva, sobre la base de su no
reproducción l iteral en el nuevo acuerdo, sólo se manifiesta el T ribunal de
Benevento, 1 7 hasta la importante y reciente sentencia de la Corte de Casación,
a Sezione U niti , de 1 3 de febrero de 1 993, nº 1 824, sentencia de la que, por
las altas pretensiones doctrinales de sus fundamentos jurídicos, y por constituir
el precedente jurisprudencial más inmediato y autorizado de la sentencia de la
Corte Constitucional en la que me detendré en su momento, haré una mención
más detal lada a continuación. 1 8

3. U N PRECEDENTE INMED IATO : L A SENTENC IA DE L A CORTE

D I CASSAZIONE DE 1 3-I I -1 993

L a Corte de Casación, en la sentencia 1 824/93, vuelve a tratar de la cuestión,
ahora de una manera expresa, puesya había afirmado anteriormente �siempre
a Sezioni U nite� aunque a modo de obiter dictum que � la superación del
principio de reserva de jurisdicción eclesiástica� era � la característica más
relevante del nuevo Concordato� . 1 9
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1 5 D ice textualmente este artículo: � L as disposiciones precedentes constituyen modificaciones del Con-
cordato lateranense, aceptadaspor lasdospartes (. . . ). Salvo lo prev isto en el artículo 7 n. 6, l as disposici ones
del mismo C oncordato no reproducidas en el presente texto quedan derogadas� (las cursivas son nuestras).
1 6 En este sentido, por ejemplo, se ha manifestado el T ribunal de Catania, sent. 1 3 de octubre de 1 987;

el tribunal de Roma, sent. 1 6 de febrero de 1 989; T ribunal de Nápoles, sent. 22 de abri l de 1 989; T ribunal
de T urín, sent. 30 de junio de 1 990.
1 7 Sent. de 1 3 de febrero de 1 990. Según el T ri bunal de Benevento, el juez civ i l , plenamente competente

para conocer de la nul idad o val idez de un matrimonio canónico, deberá apl icar la ley sustancial ital iana, y
no el derecho canónico.
1 8 El texto de la sentencia puede verse en I l Foro I tal i ano , I , marzo de 1 993, pp. 722 y ss. , con un ampl io

comentario de L ariccia, S. , D el l a � ri serva� di gi urisdizi one dei tri bunal i ecclesiastici al concorso del l e
giurisdizi oni ci v i l e e canonica: una giusta (ma tardi va) affermazione del l a sovranità statale in materia
matrimonial e, i bid. , pp. 734 y ss.
1 9 Sentencias nº 1 21 2 y 21 64 de 1 988.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1996. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/D2XTZC



También para la casación, el argumento decisivo es la falta de reproducción
expresa en el acuerdo de la disposición del artículo 34, 4del Concordato del 29,
en el cual se hacía mención expl ícita de la reserva, por lo que, a tenor de lo
dispuesto en el artículo 1 3 del mismo acuerdo, debe tenerse por derogada, con
la consiguiente instauración de una concurrencia de jurisdicción entre los
tribunales civ i les y los canónicos, concurrencia que deberá resolverse en la
prácticamediante el criterio de la � prevención� , y sin que tampoco se encuentre
inconveniente en el hecho de que el juez civ i l se vea l lamado a apl icar el derecho
canónico, situación prevista por las normas de derecho internacional privado,
según las cuales el juez puede apl icar la ley extranjera que regula el negocio de
que se trate. 20

En efecto, para la Corte parece bien cierto que la reserva no podía
considerarse en contraste con los � supremos principios� constitucionales, tal y
como había declarado la Corte Constitucional en la sent. 1 8/82, que la casación
cita, por lo que podría haberse mantenido en el Acuerdo del 84; sin embargo,
concluye que actualmente no puede deducirse una reserva donde no ha sido
expresamente mantenida. 21

Es verdad �se afirma en la sentencia� que el Estado reconoce a la I glesia
jurisdicción en materia eclesiástica, y que atribuye efectosciv i lesal matrimonio
contraído según las normas de derecho canónico, sin embargo, para la
casación, la atribución al ordenamiento canónico de la discipl ina sustantiva
sobre el matrimonio, no impl ica necesariamente que la competencia procesal
deba atribuirse exclusivamente a lostribunaleseclesiásticos, teniendo en cuenta,
además, que en el Acuerdo del 84no existe unadisposición que sancione el carácter
exclusivo de aquel la competencia, según se contenía expresamente en el
C oncordato del 29. 22

Se advierte en la sentencia cómo laspartescontratantesse encuentran en una
posición del todo diversa a la que había caracterizado el Concordato del 29 y
por tanto, dentro de esta nueva lógica debe interpretarse el artículo 1 3 del
Acuerdo en el sentido de que, dada la ausencia de � reproducción textual� , la
reserva debe entenderse como derogada. En esta misma l ínea argumentativa,
aún se precisa más, afirmándose, incluso, que no puede sostenerse la tesis de
la recurrente, según la cual ,
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20 Este debatido criterio de la posibi l idad de apl icación por parte del juez civ i l de una ley, en todo caso,
confesional , es compartido, entre otros autores, por Botta, posibi l idad que cal i fica, incluso, de � logico
corol lario� propio de la superación de la reserva (cfr. , Manuale, p. 1 83).
21 C fr. , el texto de la sentencia en I l Foro , cit. , p. 743 y s.
22 I bid. , pp. 744.
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el artículo 1 3 no habría derogado la � reserva� , en cuanto comportaría la derogación
de normas específicas y no de � instituciones� (. . . ) porque ésta se encontraba
contenida en una norma específica (artículo 34, 4del C oncordato de 1 929) y quedaba
configurada sólo en cuanto prev ista en aquel la norma, que en el nuevo texto no se
reproduce. 23

Todavía se añade a continuación que tampoco puede admitirse que la norma
no textualmente reproducida pueda deducirse en vía lógica, entendiendo que el
texto del nuevo acuerdo ha sufrido � una pura modificación en su redacción� .24

En este sentido, puntual iza más adelante:

no comportando la discipl ina canónica una abdicación del Estado respecto del
ejercicio de su jurisdicción, ni desde el punto de v ista formal , faltando en la ley una
expresarenuncia, ni implícitamente, atravésde un procedimiento exegético, que debería
ser escrupulosamente riguroso, queda por la vía del principio excluido que la
renuncia al ejercicio de la jurisdicción en un sector tan importante, pueda no resultar
expresamente. 25

De todo lo cual se concluye:

dado que el artículo 8, 2 del Acuerdo de rev isión reproduce, si bien con relevantes
modificaciones, las disposiciones del artículo 34 relativas a la del i bazione, pero no
aquél la que contenía la reserva de jurisdicción en favor de lostribunaleseclesiásticos
respecto de lascausasconcernientesa la nul idad matrimonial , esta última disposición
ha quedado derogada, a tenor de lo dispuesto en el artículo 1 3 [de lo que se sigue
como consecuencia] el concurso entre la jurisdicción ital iana y la jurisdicción
eclesiástica, que debe ser resuelto mediante el criterio de la prevención.26

Otro de los argumentos en los que se apoya con fuerza la casación en la sen-
tencia que comentamos, se refiere a lo dispuesto en el artículo 7 de la Cons-
titución, cuando afirma que el Estado y la I glesia son, cada uno en su propio
orden, independientes y soberanos. En este sentido afirma la Corte que, si bien
la soberanía de la I glesia ha estado siempre fuera de discusión, esto � no
comporta una renuncia del Estado a su propia jurisdicción� (lo cual constituiría
una minimización de su soberanía), y, en consecuencia, la modificación del
Acuerdo según la interpretación que se propone en la sentencia, debe entenderse
como � la recuperación por parte del Estado de aquel la parte de su soberanía
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23 I bidem, p. 745.
24 I bidem, p. 746.
25 I bidem.
26 I bidem.
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sacrificada en el Concordato del 29� . 27 Es más, el hecho de que el artículo 4,
b) del Protocolo adicional establezca �en relación con el artículo 8, 2 del
Acuerdo relativo a la del ibazione y con el fin de apl icar los artículos 796y 797
del Código de procedimiento civ i l� que � se deberá tener en cuenta la
especificidad del ordenamiento canónico� , que � la remisión de la ley ital iana
a la ley del lugar en el cual se ha desarrol lado el juicio se entiende hecha al
derecho canónico� , y que � se considera sentencia firme aquel la que esejecutiva
según el derecho canónico� , es entendido por la casación como � el máximo
de cuanto el Estado ha considerado que puede sacrificar de su soberanía� .28

Como era previsible, la tesis propuesta por la Corte a Sezioni U nite, n.
1 824/93, que acabamos de sintetizar, provocó una pronta respuesta por parte
de la Santa Sede, que reiteradamente había proclamado su exclusiva competen-
cia jurisdiccional sobre el matrimonio canónico. En efecto, como recuerda
Gherro, 29 la I glesia había presentado el 31 de mayo de 1 985una nota, tramitada
por v ía diplomática al gobierno ital iano, en la cual se manifestaba contraria a
la interpretación del acuerdo en este punto, propuesta, en sede parlamentaria,
por C raxi , defendiendo la sustitución de la antigua reserva por el concurso entre
la jurisdicción canónica y la civ i l . 30 L a nota tenía carácter � reservado� , y un
determinado sector doctrinal interpretó el si lencio de la Santa Sede en el sentido
de que se adhería tácitamente a la tesis defendida por el entonces presidente
C raxi . El Estado nada respondió a la citada nota por vía diplomática, y, 8años
después, lo hace a travésde la casación, la cual ignora la trascendencia jurídica
de la interpretación propuesta por la I glesia.

L a segunda intervención de la diplomacia pontificia se produce inmediatamente
despuésde la citada sentencia, esta vez de forma pública,31 en la que se manifiesta
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27 I bidem, p. 747.
28 I bidem, p. 745.
29 C fr. , Gherro, S. , Riserva o concorso di giurisdizi one? , Relación presentada en la Convención de estudio

sobre � Giurisdizione canonica e giurisdizione civ i le: cooperazione e concorso in materia matrimoniale� ,
Messina, 1 2-1 3de noviembre de 1 993(en prensa); vid. , sobre esta cuestión, del mismo autor, � I l matrimonio
concordatario ancora al vagl io del la Consulta� , en I l D i ri tto di Famigl i a e del l e Persone, I I I , 1 993, p. 429.
30 En esta cuestión C raxi se había manifestado con rotundidad. Así , en la presentación del 23 de enero de

1 984 a los representantes del Senado y de la Cámara de la Nota informati va referente a las relaciones con la
Sta. Sede, declaraba: � Manteniéndose firme el reconocimiento de efectos civ i les al matrimonio celebrado
según el derecho canónico, deberá ser suprimido cualquier residuo de reserva de jurisdicción eclesiástica� .
En el discurso ante el Senado pronunciado al día siguiente subrayaba � la radical superación de la reserva de
jurisdicción eclesiástica, prev ista en la legislación de 1 929� . Asimismo, en su discurso ante la Cámara del
20de marzo de 1 985, en la presentación de la ley de rati ficación del Acuerdo de V i l la Madama, defendía
de modo expreso el concurso de jurisdicción entre los tribunales del Estado y los de la I glesia en materia de
nul idad de un matrimonio concordatario. El texto completo de talesdeclaracionespuede verse en U n accordo
di l i bertà. L a revisione del C oncordato, a cura del la presidenza del consigl io dei ministri , Roma, 1 986, 295,
304 y 378, cit. por L ariccia, S. , D al la � ri serva� . . . , cit. , nota 1 0.
31 En este sentido, puede verse un cursivo anónimo publ icado en L � O sservatore Romano, el 21 -I I -1 993,

titulado U n principio i rri nunciabi l e. En el artículo se hace expresa referencia a la anterior nota diplomática
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de manera elocuente cómo la Iglesia no habría podido aceptar ni la tesis de
Craxi, ni la que propone la casación, fundada en una interpretación exclusiva-
mente literal del texto concordatario, sin tener en cuenta la ratio que lo informa.

T ambién era de esperar que la sentencia de la casación reav ivara de nuevo
la polémica doctrinal . 32

L as críticas más frecuentes a la tesis propuesta por la Corte negando la
pervivencia de la reserva, reiteran el argumento de que, pese a que las
motivaciones de la casación parecen fundadas y contundentes, se basan en una
lectura uni lateral y l i teral ista del nuevo acuerdo, interpretación que Gherro
l lega a cal ificar como distruttiva del matrimonio concordatario. 33

En efecto, la casación basa fundamentalmente sus conclusiones en el argu-
mento l iteral : parece entender que la reserva sólo se deducía de la pura
l iteral idad de lo dispuesto en el artículo 34, 4 del Concordato anterior, y, en esa
medida, la ausencia de reproducción textual en el Acuerdo del 84 venía a
significar su derogación, en virtud de lo dispuesto �también según una
interpretación excesivamente l iteral� en el artículo 1 3.

Sin embargo, de igual modo podría sostenerse que el si lencio �sin duda
ambiguo� en la legislación v igente, en sí mismo no aporta ningún elemento
definitivo. En este sentido, sostiene Gherro34 algo que, por lo demás, parece
evidente, y es que � la modificación de las � palabras� que hacían expl ícita una
fundamental norma pacticia no necesariamente significa la derogación de la
norma misma� .

En todo caso, la Corte no expl ica cuál sea l a lógica que ha conducido a las
partes a incl inarse por una opción radicalmente contraria a la del pasado
inmediatamente anterior, y, sobre todo, cómo ha podido la Santa Sede � acor-
dar� con el Estado �no hay que olv idar que se trata de una disposición
pactada� el expol io de una competencia que la propia I glesia entiende como
� un principio irrenunciable� . 35

662 DOL ORES GARC ÍA HERV ÁS

reservada, env iada al gobierno ital iano antes del intercambio de instrumentos de ratificación del acuerdo.
32 Una visión actual izada de las distintas posiciones doctrinales ital ianas, puede verse en las Actas del

Convegno di Messina sobre Giurisdizi one canonica e giurisdizi one ci vi l e: cooperazione e concorso in materia
matrimonial e, M i lán, 1 994. Favorablesa lastesisde la Corte se manifiestan, por ejemplo, Botta, R. , Manuale,
cit. , pp. 1 80y ss. ; L ariccia, � D al la riserva. . . � , cit. ; C ipriani , F. , � � Requiem� per la riserva di giurisdizione� ,
en I l Foro Ecclesiastico , I , pp. 724 y ss. ; C olaianni , N . , Giurisdizi one ecclesiastica in materia matrimonial e,
i bidem, pp. 728y ss.
33 C fr. , Gherro, S. , Requiem per un� i nterpretazione distruttiva del matrimonio concordatario, cit.
34 Gherro, S. , Riserva o concorso di giurisdizi one? , cit. , p. 92.
35 C fr. , título del editorial publ icado en L � O sservatore Romano , cit. Gherro entiende que la reserva

pertenece a los � principios supremos� del ordenamiento canónico: cfr. , � L a giurisdizione sui matrimoni
concordatari è riservata al la Chiesa� , en L � O sservatore Romano de 21 -I I -93. El texto del artículo es
suficientemente indicativo de cómo la I glesia no habría podido aceptar la interpretación del Acuerdo que
propone la casación. Así se deduce, por otra parte, de la propia legislación canónica, en concreto, del c.
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L a doctrina contraria a la tesis sostenida por la casación defiende una
interpretación lógica y sistemática del acuerdo, y, en todo caso, bi lateral . A
este respecto conviene observar cómo para el Estado la reserva no puede
considerarse incompatible con los � principios supremos� , mientras que, como
venimos diciendo, el concurso sí lo es para la I glesia.

Otro de los pi lares argumentativos de la sentencia se refiere al concepto de
soberanía estatal para justificar la superación de la reserva, expresándose en
términos de � renuncia� , � recuperación� o � concesiones� en el ámbito de sus
relaciones con la Santa Sede. Sin embargo, el razonamiento que propone la
casación argumentando que esa renuncia del Estado a parte de su soberanía
�en el supuesto de ceder la exclusiva competencia jurisdiccional a la I glesia
sobre el matrimonio concordatario� tendría que haberse manifestado con
innegable claridad también en el acuerdo, podría muy bien ser apl icado por la
otra parte en confl icto, en el sentido de que tampoco se debería presumir que
la I glesia hubiera renunciado por su parte a la exclusiv idad de su competencia
sobre el matrimonio canónico sino de forma expresa, y, desde luego, difíci l -
mente justificable. Pero esto no es lo que parece deducirse, precisamente, de
la declaración que, de modo rotundo, hace la I glesia en el artículo 8, 3 del
acuerdo, acerca del valor inmutable de la doctrina catól ica sobre el matrimonio.
Si la voluntad de la I glesia es clara, en cuanto al Estado puede presumirse,
cuando menos, su aceptación al suscribirlo.

Por otra parte, concuerdo con la postura que sostiene Gherro36 en el sentido
de que parece cuando menos reductivo plantear las relacionespacticias entre la
I glesia y el Estado como derivadas del recíproco equi l ibrio entre el al iquid
datum y el al iquid retentur.

A mi modo de ver �continúa el autor�37 se debe razonar de modo diverso: sea
considerando larelación queexisteentreel artículo 7de laConstitución y losotrosprincipios
de la Carta que hacen referencia a los derechos individuales de libertad y al de libertad
religiosa en particular, sea haciendo referencia a la � declaración de intenciones� que el
Estado ha suscrito en V illa Madama, y que. . . no puede dejar de tener jurídica resonancia.

Desde estos presupuestos, la interpretación que propone la Corte sería
contraria a la propia normativa constitucional , en concreto, al citado artículo

L IBERTAD REL IGIOSA Y JURISD ICC IÓN CANÓN ICA EN ITAL IA 663

1 671 , donde taxativamente se dispone que lascausasmatrimonialesentre bautizadoscorresponden por derecho
propio a la jurisdicción eclesiástica, y del c. 1 401 , en el que se establece que la Iglesia juzga por derecho propio
y exclusivo las causas que se refieren a materias espirituales (entre las que debe incluirse el matrimonio que,
entre bautizados, es sacramento).
36 C fr. , Gherro, S. , Riserva, cit. p. 97.
37 I bidem.
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7, 1 , que garantiza la independencia y soberanía de la I glesia y del Estado, cada
uno en su propio orden. Este principio puede entenderse como una autol imita-
ción de la soberanía estatal , que responde al mandato constitucional de adecuar
la normativa interna al referido principio, con independencia de la l iteral idad o
expresión formal de lo pactado en el v igente acuerdo. L o cual significa, más
en concreto, que la propia Constitución impide a los órganos del Estado �en
especial , a los tribunales� entrar en el orden de la I glesia en lo espiritual , que
le es reservado, y que, indudablemente, comprende la discipl ina de los
sacramentos, matrimonio incluido.

En definitiva, el acuerdo del 84 regula el instituto del matrimonio desde el
respeto a la independencia de los dosordenamientos.38 L a soberanía del Estado
debe ser entendida como medio para garantizar, en su ejercicio, los derechos
esenciales de la persona, en concreto, losderechosde l ibertad de pensamiento,
conciencia y rel igión, que la Carta enuncia solemnemente. � En esta materia,
la soberanía no puede ser ni renunciada, ni pactada ni cedida� .39

En todo caso, parece conveniente recordar la necesidad de que estas
formulaciones categoriales o de principios, tengan directa eficacia jurídica;
principios que, desde luego, no resultan fáci lmente compaginables con el
concepto de � soberanía herida� que la casación parece querer superar.

Otros autores como Dal la T orre han cal ificado el concurso de impracticable
e inúti l , 40 conclusión a la que l legan a partir de una consideración práctica: el
juez ital iano, ¿con base en cuál ley juzgará? � Cualquiera que sea la respuesta
a la cuestión, se derivan siempre consecuencias absurdas� .41

A losque proponen la apl icación de la ley canónica por parte de lostribunales
estatales, se les podría objetar, entre otros, con los siguientes argumentos:

a) Supondría una forma premoderna de jurisdiccional ismo, que, tanto la
Constitución en su artículo 7, como losAcuerdosde V i l laMadama, han querido
excluir expresamente. El concurso significaría la cognición jurisdiccional del
Estado, no sólo ci rca sacra, sino también, en algunos casos, i n sacris, 42 lo cual
significaría una � evidente violación del principio supremo de laicidad del
Estado, en la medida en que la autoridad estatal debería pronunciarse en
concreto sobre la existencia o no de un sacramento. U na solución, por lo tanto,
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38 Esta perspectiva se encuentra en perfecta consonancia con lo dispuesto por el artículo 1 del acuerdo,
en el cual se afirma que el Estado y la I glesia se reconocen la respectiva independencia y soberanía, y se
proponen el � pleno respeto de tal principio en sus relacionesy en la recíproca colaboración por la promoción
del hombre y el bien del País� .
39 Gherro, S. , Riserva, cit. , p. 97.
40 C fr. , Dal la Torre, G. , � U na inuti le enormità� , en L � O sservatore Romano , 21 -I I -1 994, p. 4. T ambién, en

el mismo sentido, Gherro, S. , Riserva o concorso, cit. , pp. 1 00y ss. ; del mismo autor, � L a giurisdizione� , cit.
41 Dal la Torre, I bidem.
42 Por ejmplo, si se invoca como capítulo de nul idad el impedimento de orden, impl icaría la valoración

por parte de los órganos civ i les, de dos sacramentos.
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inconstitucional , pero también una solución antihistórica, porque haría resurgir
aquel jurisdiccional ismo típico de tiempos pasados� .43

b) También se actuaría en contra de lo dispuesto en el mismo Protocolo
adicional , artículo 4, b) 3, donde se prohíbe el riesame del merito en la
del ibazione: parece poco coherente excluir la posibi l idad de entrar en el fondo
en sede de del ibazione, y, simultáneamente, admitirla a favor del tribunal civ i l
de primer grado, y de la misma Corte de Apelación en segundo grado, a la
hora de conocer una causa de nul idad. Como afirma Dal la T orre,44 el citado
artículo del Protocolo � claramente ha querido exclui r cualquier posibi l idad
de intromisión del juez ci v i l en el i nterna corpori s del ordenamiento
canónico� .

c) Parce ev idente también que la norma canónica no puede ser correctamente
interpretada fuera de lascoordenadasdel proceso canónico, que prevé, incluso,
una función del juez eclesiástico, de algún modo próxima a la intervención
autoritativo nomopoietico. 45

Propugnar la apl icación por parte del juez estatal del derecho civ i l , signifi-
caría � una evidente v iolación del Concordato, y, en consecuencia, de la
Constitución. En efecto, el Concordato, disponiendo que el matrimonio canó-
nico obtiene efectos civ i les con la trascripción, presupone de modo indiscutible
que el negocio matrimonial esenteramente regulado por el derecho canónico� .46

L a apl icación del derecho civ i l supondría, por el contrario, reducir el matrimo-
nio canónico a unamera forma de celebración, lo cual , como venimosdiciendo,
no responde al sistema matrimonial prev isto en el acuerdo.

A estasdificultadesdebe añadirse todavía otra no menosgrave, y esque este
pretendido � concurso� sería absolutamente sui generis, por cuanto esclaro que
la I glesia nunca podría dar eficacia en su ordenamiento a las sentencias del
Estado en materia sacramental , articulando internamente unadel ibazione de las
mismas. 47 De hecho, el texto del acuerdo prevé la eficacia de las sentencias
canónicas de nul idad por parte del Estado, pero no la recíproca. Por lo tanto,
desde el punto de vista de su regulación positiva, se trataría de un concurso que
cierta doctrina ha cal ificado de claudicante. 48

L IBERTAD REL IGIOSA Y JURISD ICC IÓN CANÓN ICA EN ITAL IA 665

43 Dal la Torre, G. , i bidem.
44 I bidem.
45 C fr. , Gherro, S. , Riserva o concorso, cit. , p. 1 03.
46 Gherro, S. , � L a giurisdizione sui matrimoni concordatari è riservata al la Chiesa� , cit. L a misma

argumentación propone Dal la Torre, G. , � U na inuti le enormità� , cit.
47 Esta dificultad no se le oculta a la propia Corte, pero no parece considerarla digna de mayor interés,

cuando dedica al problema tan pobre razonamiento como el que reproducimos l iteralmente a continuación:
� No es obstáculo que la sentencia de nul idad pronunciada por el juez ital iano (como las de separación o de
divorcio) no pueda ser reconocida en el ordenamiento de la I glesia, porque el Estado no está interesado en
la reciprocidad de la � del i bazione� ni l a pretende� (El subrayado es nuestro). C fr. , I l Foro , cit. , p. 746.
48 C fr. , Gherro, S. , Riserva o concorso, cit. , p. 1 03.
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En definitiva, la tesis sobre la sustitución de la reserva por el concurso de
jurisdicción que propone la Corte, no responde precisamente a una visión
bi lateral y unitaria del matrimonio concordatario. A este respecto, comparto la
siguiente consideración que propone Gherro:49

El legislador ordinario es, ciertamente, l ibre de pactar con la I glesia, y de definir o
no la eficacia del matrimonio sacramento: pero si reconoce esta eficacia, dicho
legislador no puede no aceptar el � lógico corolario� que de él se deriva; no puede
v iolar el precepto de coherencia que se impone ex artículo 7, ni , por lo tanto, ignorar
la � reserva de jurisdicción� de los T ribunales eclesiásticos.

Es evidente �afirma en otro momento el autor�50 � que las partes han
querido el matrimonio concordatario� y que � tal voluntad debe significar algo:
ciertamente, no lo opuesto a cuanto la I glesia debe querer� .

4. SENTENC IA DE L A CORTE COST I TUZIONAL E N º 421 , DE 1 -X I I -1 993

L os interrogantes acerca de ciertas características esenciales del matrimonio
concordatario, en particular, sobre aquel las cuestiones que se refieren a la
competencia de los tribunales civ i les sobre la patología matrimonial , son, de
nuevo, objeto de consulta, ahora ante la propia Corte Costituzionale ital iana,
que propone una interpretación de la normativa pacticia sobre la materia,
opuesta a la defendida por la casación en la sentencia que acabamosde comentar,
sorprendentemente próxima en el tiempo.

a) Fundamentos de hecho

L a C orte d� appel lo di Torino eleva cuestión de legitimidad constitucional de
la ley nº 81 0, de 27 de mayo de 1 929, en aquel los aspectos en los que hace
ejecutivo el artículo 34, 4 del Concordato del 29, que declaraba la reserva de
jurisdicción a favor de los tribunales eclesiásticos en materia de nul idad de un
matrimonio canónico trascrito a los efectos civ i les.

El juez remitente manifiesta no compartir los motivos por los cuales el juez
de primer grado había afirmado la perv ivencia de la reserva, haciendo notar el
contraste entre la norma denunciada y el artículo 7, 1 de la Constitución, en
cuanto que �siempre en opinión del juez a quo� la competencia exclusiva de
los tribunales eclesiásticos � vulneraría la soberanía del Estado� .51
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49 Gherro, S. , � I l matrimonio concordatario� , cit. , p. 431 .
50 I bidem, p. 430.
51 C fr. , Ritenuto in fatto n. 1 , i n fi ne.
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I nterviene en el juicio el Presidente del Consejo de M inistros, representado
por la Avvocatura generale del lo Stato, negando que pueda deducirse del
artículo 1 3 del Acuerdo la concurrencia de jurisdicción, eclesiástica y estatal ,
sobre el matrimonio canónico trascrito, invocando los siguientes argumentos:

a) en primer lugar, que, cuando el artículo 1 3 afirma que quedan derogadas
las disposiciones del Concordato no reproducidas en el presente texto, � por
� disposiciones� no se puede entender singularesproposiciones l iterales, sino los
diversos institutos que constituyen materia del Concordato, que, en hipótesis,
hayan sido excluidos del nuevo Acuerdo� ; 52

b) en segundo lugar, que ya la sentencia de esta Corte n. 1 8/82, negaba � que
la reserva de jurisdicción se basara en merosargumentosl iterales� , entendiendo
que � se deducía del sistema de relaciones entre los dos ordenamientos� , y
precisando que � la reserva de jurisdicción eclesiástica en causas de nul idad de
un matrimonio canónico trascrito a los efectos civ i les, está funcionalmente
conectada y es lógico corolario de la discipl ina del negocio matrimonial
canónico� . 53

En la Memoria de la Avvocatura se rebate expresamente la tesis sostenida
por la Casación negando que se mantenga la reserva, sobre la base de que en
la nueva discipl ina concordataria no existe una norma que sancione el carácter
exclusivo de la competencia canónica. L a Avvocatura cal ifica esta argumenta-
ción de � reductiva� , � fruto de una exégesis del texto basada absolutamente en
la extrapolación, más que en una interpretación coherente y sistemática� .54

Concluye la Avvocatura afirmando que la atribución de competencia exclu-
siva en materia de nul idad a los tribunales canónicos, es � conforme con el
espíritu del nuevo Acuerdo que, al hacer efectiva la colaboración entre el Estado
y la I glesia en relación con el matrimonio que los espososhan querido contraer
según las normas del derecho canónico con efectos civ i les, exige el respeto a
la recíproca independencia de los dos ordenamientos� .55

En definitiva, laAvvocatura recuerda cómo la cuestión ya había sido resuelta
negativamente hace tiempo por la Corte Constitucional , y no parece razonable
proponerla de nuevo, ya que la premisa sobre la cual se funda

escontraria a una comprensión real del Acuerdo del 84, que confirma la jurisdicción
eclesiástica, en los l ímites y con las mayores garantías de reconocimiento prev istas
en el ordenamiento procesal ital iano [. . . ] Esta interpretación del Acuerdo [concluye
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52 C fr. , Ritenuto in fatto n. 2.
53 I bidem.
54 Ritenuto in fatto, n. 3.
55 I bidem.
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la Memoria] es coherente con los principios generales de la C onstitución, y, en
particular, con el artículo 7. 56

b) Fundamentos de derecho

L a Corte considera, en primer lugar, lasdosexcepcionesde inadmisibi l idad,
propuestas por la Avvocatura del lo Stato.

L a primera se refiere a que la cuestión de legitimidad constitucional había
sido formulada de un modo � perplesso ed ondivago� , no permitiendo su
identificación, excepción que es considerada por la Corte como no fundada.57

L a segunda, se basa en el hecho de que el juez remitente hubiera denunciado
la ley nº 81 0de 1 929en relación con el artículo 34 del Concordato, siendo así
que es la ley 1 21 de 1 985 en relación con el artículo 8del Acuerdo que aporta
modificaciones al Concordato, la que regula actualmente la materia, ley en
v irtud de la cual �siempre en opinión de laAvvocatura� la reserva permanece.

L a Corte Constitucional concluye afirmando que, en efecto,

el reconocimiento de la nueva fuente permite afirmar que las modificaciones del
C oncordato propuestas por el Acuerdo de 1 984, discipl inan enteramente la materia,
e impiden, por tanto, hacer referencia a textosnormativosprecedentes. L a excepción
de inadmisibi l idad propuesta por el Abogado del Estado, es, en consecuencia,
fundada, y la cuestión de i legitimidad constitucional elevada por la C orte de
Apelación de T urín debe ser declarada, como se ha precisado, inadmisible.58

A primera vista parece que la Corte Constitucional podía haberse l imitado a
un pronunciamiento de inadmisibi l idad de la cuestión planteada, por referirse
la citada cuestión a una norma inapl icable. Sin embargo, no ha eludido
pronunciarse sobre el fondo del problema, sin duda, uno de los más espinosos
y debatidos de la v igente normativa concordataria ital iana a lo largo del último
decenio.

Para el lo, se hacía necesario que la Corte encontrara el modo de manifestar
su propio pensamiento, lo cual no parecía fáci l , dado que debía valorar el
mantenimiento o no de la reserva sobre la base legal de un artículo �el 8, 2 del
Acuerdo� que no había sido invocado por la Corte d� Appel lo di T orino.

Así las cosas, el A lto T ribunal entiende que el único camino que le permitía
pronunciarse sobre la cuestión �que, insisto, podía haber sido soslayada� era
plantearse, en primer lugar, el problema de las relaciones entre la antigua y la
nueva legislación pactada: esta es la v ía a través de la cual �y no sin recurrir
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56 I bidem.
57 I bidem, n. 3.
58 I bidem, n. 4 i n fi ne.
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a una suti l maniobra interpretativa� la Corte ha encontrado el modo de
confirmar su pensamiento en materia de reserva de jurisdicción por primera
vez a la luz del nuevo acuerdo, reafirmando sus anteriores pronunciamientos
sobre el tema.

L a valoración de la excepción propuesta por la Avvocatura �se afirma en la
sentencia� impl ica y presupone (. . . ) el examinar a este fin la discipl ina impuesta
en estamateria por el Acuerdo que aportamodificacionesal Concordato lateranense.
D e hecho, el artículo 1 3, 1 del Acuerdo, según una lecturano fragmentadadel mismo,
al colocar la nueva discipl ina en conexión con la precedente y en el contexto de los
Pactos invocadospor el artículo 7 de la C onstitución, hace referencia en primer lugar
a las disposiciones de modificación que son idóneas para discipl inar algún instituto
concordatario regulando enteramente la materia de que se trate. Residualmente, la
segunda parte del mismo artículo 1 3 deroga las disposiciones no reproducidas.59

A este respecto, conv iene advertir que el nuevo Acuerdo de V i l la Madama
era indiscutiblemente concebido comomodi ficativo del Concordato lateranense,
según se afirma de modo expreso en el título de la ley 1 21 , de 25 de marzo de
1 985, de ratificación y ejecución del acuerdo � che apporta modi ficazioni al
C oncordato lateranense(. . . )� En este sentido, no deja de producir cierta
perplejidad la disposición que se contiene en el citado artículo 1 3, dónde se
afirma de nuevo que � L e disposizioni precedenti costituiscono modi ficazioni del
C oncordato lateranense (. . . )� y, sin embargo, se añade a continuación, con
escueta rotundidad, que � l e disposizioni del C oncordato non riprodotte nel
presente testo sono abrogate� , cuando lo coherente sería entender que, en v irtud
de ese mismo carácter modificativo del acuerdo, las disposiciones no reprodu-
cidaspero tampoco expresamente modi ficadas, deberían considerarse vigentes.

Quizá sea esta razonable perplejidad la causa de que la Corte d� Appel lo di
T orino haya propuesto la cuestión sobre la base normativa del antiguo artículo
34 del Concordato que contenía la reserva de modo expreso, en la medida en
que, por tratarse de una disposición ni reproducida ni derogada, sino sólo
si lenciada, pudiera entenderse en vigor, no en virtud de una interpretación
exegética y l iteral del artículo 1 3, sino atendiendo a la lógica que se desprende
del carácter modi ficativo del acuerdo, lógica que, como digo, l levaría a
considerar v igentes las disposiciones del Concordato no expresamente modifi-
cadas.

Este parece ser el razonamiento tácito que sigue la Corte, de tal manera que,
en la perplejidad que puede suscitar el tenor l iteral del artículo 1 3, encuentra
justificada y necesaria una toma de postura al respecto; en definitiva, atender,
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59 C onsiderato in di ri tto n. 4. C ursivas nuestras.
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bien al carácter modi ficativo del acuerdo �en cuya virtud bien podía la Corte
de Apelación considerar vigente el antiguo artículo 34�, bien a la l i teral idad
del artículo 1 3del mismo, lo cual obl igaría a considerar derogado aquel artículo.

L a Corte Constitucional ital iana resuelve la contradicción entendiendo que
la cláusula derogatoria del artículo 1 3abroga lasdisposicionesno reproducidas,
sólo en aquel los casos en los que el acuerdo regule parcialmente una determi-
nada materia o instituto, o respecto de aquel los institutos no regulados en
absoluto por el acuerdo.

Esta es la razón por la cual la Corte se plantea, en primer lugar, si nos
encontramos ante un instituto �el matrimonio concordatario� parcialmente
modificado por el acuerdo �en cuyo caso serían vál idos losargumentos literales,
en el sentido de que deberían considerarse expresamente derogadas lasdisposicio-
nesno reproducidas�, o regulado enteramente por el acuerdo, supuesto en el que
no puede acudirse a la interpretación exegética o literal , sino que se hace necesaria
una interpretación sistemática, que es aquella que propone la Corte.

En efecto, la sentencia declara de modo expreso, como hemos visto, que � el
anál isis de la nueva fuente permite afirmar que lasmodificaciones del Concor-
dato expresadas en el acuerdo de 1 984 regulan enteramente la materia, e
impiden el recurso a textos normativos precedentes� .60

Sobre la base de esta lógica, la Corte corrige a la casación en su interpretación
l i teral , proponiendo una posición coherente con una orientación hermenéutica,
postura que, después de la rev isión del Concordato, se impone como impres-
cindible clave de lectura del al iquid novi del Acuerdo de V i l la Madama.

En consecuencia, declara que,

las nuevasdisposiciones respetan la permanencia de un sistema en el cual los efectos
civ i les son reconocidos, mediante la transcripción, al matrimonio contraído según
lasnormasdel derecho canónico, y por aquel ordenamiento regulado en su momento
genético. Se está, por tanto, en presencia de un matrimonio rel igioso, al cual los
ciudadanos pueden acceder con plena l ibertad de elección, y con las consecuencias
que de el l a se deri van (sentencia nº 1 75, de 1 973); permanece fi rme la base del
si stema matrimonial concordatari o. 61

Entiende la Corte que la reserva es coherente con la voluntad asumida de
considerar el acto del matrimonio, vál idamente surgido en el ámbito del
ordenamiento canónico, como el presupuesto al cual atribuye �después de la
transcripción� efectos civ i les. 62 � El acto sigue siendo regulado por el derecho
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60 I bidem, n. 4 i n fi ne. , cit.
61 I bidem, n. 4. Como siempre, el subrayado es nuestro.
62 Gherro critica que la Corte vuelva a tomar la v ieja tesis del presupuesto, a la que dejó de acudirse en

la sent. 1 8/82. A parti r de ese momento, niega el autor la posibi l idad de otorgar a la sentencia eclesiástica
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canónico, sin que se produzca en el ordenamiento ital iano una recepción de
aquel la discipl ina (sent. nº 1 69, de 1 971 ), con cuanto se sigue en orden a la
jurisdicción� . 63

De todo lo cual concluye �citando la sentencia nº 1 8 de 1 982� que la
reserva es � logico corolario� 64 del sistema matrimonial diseñado por el nuevo
acuerdo.

T odo el lo, como se indica finalmente, es coherente con el principio de
laicidad del Estado (sent. nº 203de 1 989), en virtud del cual el Estado no puede
expresar la propia jurisdicción sobre un matrimonio,

caracterizado en su sustancia por el elemento rel igioso (. . . ) El juez del Estado expresa
la propia jurisdicción sobre la eficacia civ i l de las sentencias eclesiásticasde nul idad
del matrimonio, a través del especial procedimiento de del i bazione regulado por las
mismas normas del Acuerdo de modo mucho más riguroso que en la discipl ina
originaria del Concordato. 65

5. CONSIDERAC IONES FINAL ES

L a Corte Constitucional , a la hora de pronunciarse sobre la pervivencia o no
de la reserva de jurisdicción canónica en materia de nul idad de un matrimonio
concordatario, no atiende a los argumentos que se basan en su posible
derogación como mera proposición l i teral �desaparecida en cuanto tal del texto
del acuerdo�, sino sólo a la lógica del sistema: por el lo declara que, en todo
caso, se trata de un � lógico corolario� , tan lógico si se indica expresamente
como si se omite.

En contraste con el rel ieve que se ha dado a la omisión en el acuerdo de la
disposición que contenía la reserva, la Corte prescinde de esta circunstancia por
no considerarla ni indicativa ni , mucho menos, concluyente. Entiende que la
supresión l iteral de las palabras que hacían expl ícita una voluntad pacticia, no
puede l levar a interpretar, sin más, esa voluntad en términos esencialmente
diversos, ni significa necesariamente la derogación de la normamisma, máxime
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el valor de un hecho. Exhumar la figura del presupuesto supondría la del i bazione de la sentencia eclesiástica
ex se e i n se, sin lascondicionesde un control , que impl ica una cierta formade reenvío a lasnormassustanciales
y procesales canónicas para l levar a cabo una confrontación con las del Estado. C fr. , Gherro, S. , Requiem,
cit. ; también M irabel l i , C . , se muestra contrario a la apl icación de esta técnica con relación a la sentencia de
la Corte Constitucional 1 8/82: cfr. , � A lcune osservazioni in margine al la sentenza del la Corte Costituzionale
nº 1 8del 1 982� , en I l D i ri tto Ecclesiastico I V , 1 982, pp. 469 y ss.
63 I bidem.
64 I bidem.
65 I bidem.
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cuando las bases en las que se fundamentaba la existencia de esa norma siguen
siendo idénticas.

No se entiende, desde estas consideraciones, cómo la casación parece
proponer que la I glesia y el Estado, de común acuerdo, habrían decidido superar
el equi l ibrio lógico anteriormente logrado en este punto, sustituyéndolo por un
sistema confuso, contradictorio e incomprensible. En definitiva, una mera
supresión l iteral debería ser interpretada, según la casación, como un cambio
radical en la del imitación de las respectivas esferas de competencias.66

Al proponer una interpretación hermenéutica del texto pactado, la Corte
pretende ser del todo coherente con los aspectos relativos a la ontología del
mismo matrimonio concordatario, coherencia que se basa en la insustituible
relevancia de dos pi lares que rigen el instituto, el de la transcripción y el de la
reserva, la cual debe entenderse como lógico corolario del primero,67 sea
formalmente declarado �como ocurría en el texto del 29�, o sólo impl ícito,
como puede deducirse interpretativamente del artículo 8 del acuerdo. Y el lo
porque, como sostiene Gherro, 68

reconocer eficacia civ i l a un matrimonio canónico con el l ími te (que se daría
sustituyendo la reserva por el concurso de jurisdicción) de una sentencia declarativa
de nul idad del matrimonio mismo, obv iamente eficaz ex tunc, por obra del tribunal
estatal , no tendría, en real idad, sentido lógico y tampoco significación � pol ítica� :
sería equivalente a la voluntad de atribuir al matrimonio canónico efectos civ i les,
hasta una voluntad contraria, ad l i bi tum, del Estado: esdecir, sería una no-voluntad.
Porque reconoce esosefectos, el Estado debe necesariamente unir a el lo la relevancia
a la val idez canónica del v ínculo, a aquel la val idez definida por la I glesia a través
de sus tribunales.

L a lógica del sistema se basa también en la razón de que debe considerarse
el artículo 8 del acuerdo y el nº 4 del Protocolo que regulan la materia
matrimonial , en sus conexos aspectos sustanciales y procesales.69

En cuanto al futuro del matrimonio concordatario, la doctrina no ha dejado
de cuestionarse hasta qué punto la Corte Constitucional propone una interpre-
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66 Sobre la tendencia a extender la competencia jurisdiccional de los tribunales civ i les y la consecuencia
que de el lo se sigue de � separación imperfecta� entre el Estado y la I glesia, puede verse el sugerente artículo
de L o Castro, G. , � I l matrimonio fra giurisdizione civ i le e giurisdizione canonica� (ponencia presentada por
el autor al � C onvegno di studi � celebrado en Mesina, cit. , de próxima publ icación en I l D i ri tto Ecclesiastico
I , 1 994. He tenido acceso al texto por cortesía del autor). Sobre el mismo tema, puede verse también, De
L uca, L . , � Sovranità del lo Stato e matrimonio concordatario� , en I l D i ritto Ecclesiastico I I , 1 992, pp. 327 y ss.
67 Sobre este punto, puede verse, De L uca, L . , � Giurisdizione del lo Stato ed impugnazione del matrimonio

canonico con effetti civ i l i � , en I l D i ri tto Ecclesiastico I , 1 992, pp. 72 y ss.
68 Gherro, S. , Requiem, cit.
69 C fr. , C onsiderato in di ri tto, n. 4.
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tación vinculante. 70 L o que sí vuelve hoy a plantearse con fuerza en I tal ia es la
necesidad de una ley de actuación que defina con la debida claridad losextremos
de la reforma; porque no parece jurídicamente aceptable esa especie de
� delegación en blanco� que el legislador ital iano haconfiado a la jurisprudencia.
U na seria y atenta normativa de actuación en esta materia, se presenta, con toda
su dificultad, 71 como irrenunciable.
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70 V id. Gherro, S. , Requiem, cit. El autor habla de perpetuatio de la voluntad del constituyente en favor
del mantenimiento de la reserva. En contra de esta tesis puede verse la postura de Botta, R. , que se refiere
a la sentencia de la Corte Constitucional como � un modelo interpretativo a superar� : cfr. , Manuale, cit. , pp.
1 82 y ss. L o que parece indiscutible es que la sentencia constituye una fuerte l lamada de atención sobre
consol idados principios y valores constitucionales.

71 Pese a que la doctrina ha intentado justificar el si lencio sobre la reserva de jurisdicción canónica,
aludiendo a que actualmente se hacía innecesaria esta cautela �de declaración expresa en el texto
concordado� que en el pasado sí lo fue, lo cierto es que el si lencio obedece, como se sabe, a dificultades
en la negociación que l levaron a una voluntaria equivocidad. Para la I glesia era irrenunciable la reserva,
mientras que, para el Estado, ceder en este punto de manera expresa hubiera planteado fuertes dificultades
a la hora de la ratificación en sede parlamentaria del texto del Acuerdo, como puede deducirse de las
intervenciones de C raxi , a las que ya hicimos referencia: cfr. nota 30.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1996. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México

Libro completo en: https://goo.gl/D2XTZC




